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El titular del Juzgado Central de Ins-
trucción número 4 de la Audiencia Na-
cional, Fernando Andreu, abrió ayer 
diligencias contra la alcaldesa de Ola-
zagutia, de Bildu, por posible enalte-
cimiento del terrorismo. Gurutze Ro-
dríguez mantiene la fotografía de un 
etarra en el salón de plenos del Ayun-
tamiento de la localidad navarra, tal y 

como denunció ABC el pasado 15 de 
mayo. 

Estas diligencias se han abierto a 
raíz de la denuncia presentada por 
la Delegación del Gobierno en Nava-
rra después de trascender que el Con-
sistorio tenía expuesta una foto del 
etarra Ángel Gurmindo, alias «Stein» 
o «Escopetas», lo que podría consti-
tuir un delito de enaltecimiento del 
terrorismo. La decisión del juez An-
dreu, que ha ordenado incorporar a la 

causa «la hoja histórico penal» del 
miembro de la banda «previa consul-
ta de la Base de Datos del Registro Cen-
tral de Penados del Ministerio de Jus-
ticia», cuenta con el visto bueno de la 
Fiscalía de la Audiencia Nacional. 
El agravio contra las víctimas 
del terrorismo no sólo se que-
da en el salón de plenos del 
Consistorio ya que este 
etarra, que fue asesinado 
por los GAL en 1984, tam-
bién cuenta con una calle 
en la localidad.  

En el último pleno mu-
nicipal, celebrado el pa-
sado jueves, una asocia-

ción que reúne a familiares de vícti-
mas de los GAL, denunció el reporta-
je de ABC que destapó este incumpli-
miento de la ley. 

Este Ayuntamiento navarro tampo-
co cuenta con las respectivas bande-

ras que exige la ley en el balcón 
municipal. Es más, ni tan si-

quiera tiene mástiles para 
colocar las enseñas. Pero 
durante los últimos me-
ses sí que se puede apre-
ciar una pancarta en la 

que se pide el acercamien-
to de los presos etarras 
a las cárceles del País 
Vasco y de Navarra.

Andreu investiga a la alcaldesa de 
Olazagutia por ensalzar a un etarra  
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El número dos de la Fiscalía de la Au-
diencia Nacional, Jesús Alonso, asegu-
ró ayer que la legislación penitencia-
ria que se aplica a los presos etarras 
es «débil y acomplejada», una opinión 
que no comparte el presidente de la 
Sala Penal del mismo órgano judicial, 
Fernando Grande-Marlaska, quien ho-
ras después, y en el mismo foro (los 
Cursos de Verano de la Universidad 
Complutense de Madrid), señalaba que 
le parece una conclusión «un poco ex-
cesiva».  

Para el teniente fiscal las reformas 
jurídicas han llegado «tarde» a la lu-
cha contra ETA y la legislación peni-
tenciaria ha sido «bastante débil» y 
«muy acomplejada» con los presos te-
rroristas. Durante su intervención en 
el curso «Memoria y Justicia ante el re-
lato final del terrorismo», Alonso con-
fesó que en este «tramo final» existen 
«grandes  dificultades».  

«Nuevas armas legislativas» 
El fiscal se refirió a los instrumentos 
«antiguos» con los que ha contado 
siempre la justicia para enfrentarse a 
los terroristas, fundamentalmente a 
aquellos condenados en los años más 
duros de ETA, en los años ochenta y 
comienzos de los noventa. «Con 15 ó 
18 años a lo sumo estaban en la calle. 
Y de eso nos dimos cuenta muy tarde», 
reconoció Alonso, quien valoró la re-
forma del Código Penal de 1995 y las 
«nuevas armas» legislativas de los úl-
timos años, como que el delito de ase-
sinato terrorista ya no prescriba.  

En este contexto, sostuvo que  la le-
gislación penitenciaria ha sido el «gran 

coladero del derecho penal», ya que lo 
que se conseguía con una condena se 
perdía con una ley penitenciaria «bas-
tante débil, no suficiente madura, muy 
acomplejada y que olvida a la vícti-
mas». Es precisamente la ejecución de 
lo juzgado una de las partes más im-
portantes de la Justicia, dijo,  y en esta 
línea lamentó que el derecho peniten-
ciario permita unas salidas y posibili-
dades «inmensas» para el condenado. 

«La legislación penitenciaria es un 
derecho muy humanitario que se ha 
quedado obsoleto porque olvida a la 
víctima y si se olvida de ella, se olvida 
el Derecho Penal», añadió Alonso, quien  
apostó por que los colectivos de vícti-
mas participen en todos los ámbitos 
del procedimiento judicial, incluido el 

de la ejecución de la pena. El «núme-
ro dos» de la Fiscalía de la Audiencia 
defendió también la vigencia de la 
«doctrina Parot» (que prevé la aplica-
ción de los beneficios penitenciarios 
sobre cada una de las condenas im-
puestas y no sobre el máximo de cum-
plimiento efectivo de la pena). Sostu-
vo que su derogación supondría que-
darse sin uno de los instrumentos de 
la lucha contra ETA, ya que ha supues-

to «un gran acicate para que se pro-
duzcan deserciones en el ámbito de 
ETA».  

Horas después, y ya en el curso de 
la tarde, el juez Grande-Marlaska cali-
ficaba de «excesiva» la apreciación de 
Alonso sobre la debilidad de la legisla-
ción penitenciaria y recordó que ac-
tualmente «se puede llegar a los 40 años 
de prisión continuada» en España, y 
que la mayoría de los miembros de ETA 
«llevan más de 15 años de prisión inin-
terrumpida en primer grado, donde no 
tienen derecho a nada», según el ma-
gistrado. «Llegar a esa conclusión es 
excesivo», señaló el juez en alusión a 
las palabras de su compañero. 

Las grandes olvidadas  
Grande-Marlaska hizo también una 
mención a las víctimas del terrorismo, 
por las que, sobre todo en los ochen-
ta, «nadie se preocupaba» ni el País 
Vasco ni en el resto de España.  Duran-
te años han sufrido una «victimiza-
ción secundaria», dijo.

Un fiscal tilda de «acomplejada» 
la ley penitenciaria contra ETA
∑ El presidente de la Sala 

Penal de la Audiencia, 
Marlaska, ve en cambio 
«excesiva» esa opinión

EFE 
Fernando Grande-Marlaska, presidente de la Sala Penal de la Audiencia Nacional

Beneficios en prisión 
Alonso cree que el derecho 
penitenciario permite unas 
«salidas y posibilidades 
inmensas» para los etarras

Gurutze Rodríguez
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